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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo sobre Extradición entre los Estados Parte del Mercosur y la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito el 10 de diciembre de 1998.
BOLETÍN Nº 3.904-10

__________________________________

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 9 de junio de 2005.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de julio de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, especialmente invitados, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Hernán Salinas, y el Jefe del Departamento de Cooperación Jurídica Internacional de la citada Cartera de Estado, señor Juan de Dios Urrutia.
- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

c) Código Procesal Penal, Título VI.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que este Tratado fue adoptado en el marco de los esfuerzos de los países firmantes en orden a armonizar sus legislaciones, acordando soluciones jurídicas comunes con el objeto de fortalecer el proceso de integración, particularmente en lo que dice relación con las normas que regulan el ejercicio de la función jurisdiccional de los Estados Parte.





El Ejecutivo agrega que el Tratado recoge los principios generales del derecho internacional en materia de extradición y su texto es concordante con los criterios contemplados en los Tratados bilaterales que Chile ha suscrito sobre la misma materia.




Finalmente, destaca que el Tratado introduce una amplia cláusula de orden público como excepción a la extradición, ya que, conforme a lo dispuesto en el artículo 30, el Estado Parte requerido puede denegar la solicitud de extradición cuando su cumplimento sea contrario a la seguridad, al orden público u otros intereses esenciales para el Estado Parte requerido, debiendo éste fundamentar su decisión.

3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 22 de junio de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 5 de julio de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe. 

Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 12 de julio de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (79 votos a favor).

4.- Instrumento Internacional.- La Convención se encuentra estructurada sobre la base de un Preámbulo y 31 artículos que se organizan en X capítulos.

I. Los principios que informan el articulado son:


1) Principio de la doble incriminación (artículo 2 N° 1). Para que opere la extradición debe tratarse de un hecho que esté tipificado como delito tanto en la legislación del país requirente como en la del país requerido.


2) Principio de la mínima gravedad (artículo 2 N° 2). El delito debe tener asignada una pena privativa de libertad no inferior a dos años en su extensión máxima.





3) Principio “non bis in idem” (artículos 7 y 12). La extradición no puede ser otorgada si la persona reclamada está siendo juzgada o ya fue juzgada respecto del hecho o de los hechos en que se funda la solicitud de extradición.





4) Principio de la no prescripción de la pena y de la acción (artículo 9). El Estado requerido no otorgará la extradición cuando estén prescritas la acción penal o la pena, de acuerdo con las leyes del Estado requirente o del requerido.





5) Exclusión de ciertos delitos. Se excluyen del ámbito de la extradición de los delitos políticos (artículo 5) y los delitos exclusivamente militares (artículo 6).





6) Principio de especialidad (artículo 14). La persona extraditada no puede ser detenida, juzgada ni condenada en el territorio del Estado Parte requirente por otros delitos cometidos con anterioridad a la fecha de la solicitud de extradición y no contenidos en ésta.





7) No aplicación de la pena de muerte y de la pena privativa de libertad a perpetuidad y su sustitución (artículo 13). En ningún caso se aplicará al extraditado la pena de muerte o la pena privativa de libertad a perpetuidad.




II. Extradición de nacionales. En otro orden de ideas, el Tratado resuelve el tema de la extradición de nacionales (artículo 11) de la siguiente forma.




En primer término, dispone que la nacionalidad de la persona reclamada no podrá ser invocada para denegar la extradición, salvo que una disposición constitucional establezca lo contrario.




Sin embargo, también se otorga al Estado requerido cuya Constitución no contemple una disposición de esa naturaleza, la facultad de denegar la extradición de sus nacionales.




En las dos hipótesis precedentes, el Estado que deniegue la extradición asume la obligación de juzgar a la persona reclamada. De esta forma, se da cumplimento al principio “autoridad dedere autoridad iudicare” (se entrega o se juzga).




III. Entrega aplazada y extradición simplificada. Otros aspectos procesales dignos de mención, son la entrega aplazada y la extradición simplificada o voluntaria.





En efecto, la Parte requerida puede aplazar la entrega de una persona cuya extradición fue acogida, cuando esa persona se encuentra procesada o cumpliendo una pena en el Estado requerido por delitos diferentes a los que motivaron la solicitud de extradición (artículo 23).

Respecto a la extradición simplificada (artículo 27) ésta tiene lugar cuando la persona reclamada, después de haber sido informada de su derecho a un procedimiento formal de extradición y de la protección que éste le brinda, presta su conformidad a ser entregada al Estado requirente.





Asimismo, cabe destacar la regulación de otros aspectos procesales que normalmente generan dificultades en los procedimientos de extradición, cuando tales materias no se encuentran reguladas convencionalmente:





Tal es el caso de la detención preventiva (artículo 29); la concurrencia de solicitudes de extradición de distintos Estados (artículo 25); la comunicación sobre la decisión y la entrega de la persona reclamada (artículo 22); la extradición de tránsito (artículo 26); la imputación de los gastos (artículo 28); y la entrega de bienes (artículo 24).





Finalmente, cabe destacar que el Tratado introduce una amplia cláusula de orden público como excepción a la extradición. En efecto, conforme a lo dispuesto en el Artículo 30, el Estado Parte requerido puede denegar la solicitud de extradición cuando su cumplimento sea contrario a la seguridad, al orden público u otros intereses esenciales para el Estado Parte requerido, debiendo éste fundamentar su decisión.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma colocó en discusión el proyecto.




El Director Jurídico de la Cancillería, señor Hernán Salinas, señaló que este Tratado viene a modernizar el régimen de extradiciones que existe con los países de MERCOSUR y con Bolivia, como Estado asociado, y Ecuador, que adhirió posteriormente a este Tratado.

Agregó que este Convenio fue adoptado en el marco de los esfuerzos de los países firmantes en orden a armonizar sus legislaciones, acordando soluciones jurídicas comunes, con el objeto de fortalecer el proceso de integración, particularmente en lo que dice relación con las normas que regulan el ejercicio de la función jurisdiccional de los Estados Parte.


Indicó que el Tratado recoge los principios generales del derecho internacional en materia de extradición y su texto es concordante con los criterios contemplados en los Tratados bilaterales que Chile ha suscrito sobre la misma materia. Precisó que dichos principios son los siguientes: principio de la doble incriminación, principio de la mínima gravedad; principio "non bis in idem", y principio de la no prescripción de la pena y de la acción.

Destacó que ciertos delitos se excluyen del ámbito de la extradición, a saber: los delitos políticos y los delitos exclusivamente militares.


Aclaró que la persona extraditada no puede ser detenida, juzgada ni condenada en el territorio del Estado Parte requirente por otros delitos cometidos con anterioridad a la fecha de la solicitud de extradición y no contenidos en ésta.


Manifestó que en ningún caso se aplicará al extraditado la pena de muerte o la pena privativa de libertad a perpetuidad.

Los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma consultaron qué habría pasado con la solicitud de extradición a Argentina del señor Apablaza, si hubiera estado vigente este Tratado.

El señor Salinas explicó que el Tratado limita los casos en que se puede invocar delito político para negar la extradición. Precisó que, en el caso consultado, la Corte Suprema argentina concedió la extradición, siendo luego una instancia administrativa la que resolvió que se podía quedar en el país trasandino.

Por su parte, el Honorable Senador señor Kuschel preguntó cómo opera el Acuerdo entre Bolivia y Chile, como países asociados a MERCOSUR.


Respondió el señor Salinas que existe un Tratado de extradición vigente con Bolivia, pero que prevalecería el instrumento en estudio, toda vez que es posterior. Agregó que se mantienen los principios básicos de la extradición y que se protegen los derechos fundamentales, como la especialidad, la doble incriminación y que los delitos no estén prescritos.

El Honorable Senador señor Tuma coincidió que es importante facilitar el enjuiciamiento y no discute la importancia jurídica del Tratado. No obstante, señaló que éste también tiene una dimensión política, y que con Bolivia no existen relaciones diplomáticas, además de tener una situación compleja, por lo que sugirió estudiar con más tiempo el proyecto.

El Honorable Senador señor Pizarro observó que el Tratado no es sólo con Bolivia, sino que también con MERCOSUR, o sea, con Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, además de Ecuador, y adicionalmente con Bolivia en su calidad, al igual que Chile, de Estado asociado. Añadió que para Chile es importante tener un instrumento que, más allá de las relaciones bilaterales, abarque todo el cono sur.

Recordó que este proyecto se paralizó en su momento por aprensiones de algunos sectores hacia el funcionamiento económico con MERCOSUR. Sin embargo, expresó que esas dudas se disiparon cuando el actual Gobierno se sumó a la tarea de fortalecer dicho organismo regional.

Acotó el Honorable Senador señor Kuschel que precisamente atendido que se piensa fortalecer el control de las fronteras del país por el tema del contrabando y narcotráfico, es bueno que exista un instrumento en el que concurran nuestros vecinos para que todos apliquen las mismas reglas.

Señaló el señor Salinas que son varios los países con los que tenemos convenios bilaterales de extradición, los que, sin embargo, al ser muy antiguos dificultan la gestión. Aclaró que la relación judicial con Bolivia es normal.

Explicó el señor Urrutia que la cooperación en materia judicial se da en tres ámbitos. El primero de ellos es la asistencia judicial, respecto del cual hay convenios bilaterales y multilaterales referidos a delitos específicos, no sólo con la Región sino que también con Europa. En segundo lugar, señaló hay números convenios sobre traslado de condenados, y el tercer aspecto es el de extradición.

Indicó que en los dos primeros aspectos hemos avanzado mucho, no obstante en la extradición nos hemos quedado atrás, pues los Tratados que tenemos datan de fines del siglo XIX o principios del XX.


Agregó que estos instrumentos antiguos exigían penas mínimas de tres años y que el requerido estuviese acusado o condenado, es decir, al menos debía haber prestado declaración para ser encausado, de lo contrario, no podía solicitarse su extradición. Añadió que en los Tratados más modernos el criterio es más amplio y se puede solicitar desde las primeras diligencias del proceso.


Explicó que con Argentina, que es el país con que hay más solicitudes, existe el problema de la penalidad mínima y si la persona requerida debe estar procesada o acusada o no.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó con qué países de la Región hay más solicitudes pendientes.

Señaló el señor Urrutia que hay catorce casos pendientes, de los cuales siete son con Argentina, y que los países vecinos concentran el 80% de las solicitudes.


Agregó que con el nuevo sistema procesal penal demoran entre seis y siete meses, con el sistema antiguo era mucho más lento pudiendo demorar dos o tres años.

El Honorable Senador señor Letelier consultó por el trato a nacionales y si se pueden excusar de extraditarlos por esa causa.


El señor Salinas señaló que, por regla general, la nacionalidad no es obstáculo para conceder la extradición, salvo que esté consagrado en la Constitución, como ocurre con Brasil, en cuyo caso debe necesariamente juzgarlo dentro de su territorio.

Explicó que, en general, el país que no extradita tiene la obligación de juzgarlo.


En el caso del señor Hernández Norambuena, añadió que existe un problema de penalidad, porque en Chile está condenado a dos cadenas perpetuas y Brasil no acepta más de treinta años. Indicó que invocan el Pacto de San José y estiman que la cadena perpetua puede asimilarse a la tortura. No impide la extradición, pero se limita la pena.

Consultó el Honorable Senador señor Tuma si el plazo de prescripción lo determina el país requirente o el requerido.

El señor Urrutia contestó que esta discusión es de larga data. Ya el Código de Bustamante decía que no procedía la extradición si estaba prescrito en cualquiera de los dos Estados; luego el Tratado de Montevideo del año 1933 exige que sea en ambos. Agregó que en los tratados bilaterales hay distintos criterios.

La Comisión consideró que el proyecto propuesto es compatible con nuestra legislación en la materia, regulada en el Título VI del Código Procesal Penal, toda vez que el Acuerdo delega el diligenciamiento de la extradición en la legislación del Estado requerido (artículo 18), por lo tanto no altera las facultades de los tribunales de justicia al respecto. A su vez, el artículo 449 del Código Procesal Penal se remite a los tratados vigentes a fin de determinar si un delito es o no extraditable.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.
----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo sobre extradición entre los Estados Parte del Mercosur y la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito el 10 de diciembre de 1998.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 12 de julio de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel, y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 12 de julio de 2011.
JULIO CÁMARA OYARZO

Secretario

RESUMEN EJECUTIVO
_____________________________________________________________

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo sobre Extradición entre los Estados Parte del Mercosur y la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito el 10 de diciembre de 1998.
(Boletín Nº 6.963-10)

I.
PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Armonizar las legislaciones de los países firmantes, acordando soluciones jurídicas comunes con el objeto de fortalecer el proceso de integración, en materia de extradición.
II.
ACUERDO: aprobado en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión (4x0).

III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: artículo único que aprueba el Convenio que consta de un Preámbulo y 31 artículos distribuidos en X capítulos.
IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no tiene.
V.
URGENCIA: no tiene.
_____________________________________________________________

VI.
ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S.E. el Presidente de la República, enviado a la Cámara de Diputados.

VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII.
APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (79 votos a favor).

IX.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 19 de julio de 2005.

X.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe. Pasa a la Sala.

XI.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: Código Procesal Penal, Título VI.

Valparaíso, 12 de julio de 2011.

JULIO CÁMARA OYARZO

Secretario

